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Ciudadano

Presidente de la Junta Liquidadora del Fondo Nacional de Desarrollo Urbano (FONDUR).
Su despacho.

Nosotros, Marino Alvarado Betancourt, María Elena Rodríguez Márquez, y Yael de Jesús Bello Toro, abogados en ejercicio, de este domicilio, inscritos en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo los Nros. 61.381, 35.463, y 99.306,  respectivamente, actuando en nuestro carácter de apoderados judiciales del Programa Venezolano de Educación-Acción en Derechos Humanos (PROVEA), asociación civil debidamente protocolizada por ante la Oficina Subalterna del Tercer Circuito de Registro del Distrito Sucre del Estado Miranda, el 08 de noviembre de 1988, bajo el  Nro. 19, Tomo 8, Protocolo Primero, reformados sus estatutos mediante Asamblea General la cual se encuentra inserta a los libros de autenticación llevados por ante la Notaría Pública Tercera de Caracas, bajo el Nro. 92, Tomo 8, del 1º de febrero de 1996, la cual se encuentra anexa al presente escrito marcada con la letra “A”, carácter el nuestro que se desprende de instrumento poder debidamente autenticado por ante la Notaría Pública Tercera Del Municipio Libertador del Distrito Capital, el 9 de septiembre de 2005, anotado bajo el Nro. 72, Tomo 32, en los libros de autenticaciones que lleva dicha Notaría, el cual se encuentra anexo al presente escrito marcado con la letra y número “A.1”; dicha organización no gubernamental actúa en el presente caso como apoderada judicial de la ciudadana Carmen Yolanda Pernía Molina, venezolana, mayor de edad, de este domicilio, y titular de la cédula de identidad Nro. V-6.111.130, representación que se desprende de instrumento poder debidamente autenticado por ante la Notaría Pública Tercera del Municipio Libertador del Distrito Capital, el 1 de julio de 2005, bajo el Nro. 81, Tomo 21 de los libros de autenticaciones llevados por dicha Notaría, el cual se encuentra anexo al presente escrito marcado con la letra “B”, acudimos ante su competente autoridad a los fines de realizar el Antejuicio administrativo a Demanda por Cumplimiento de Contrato en contra del Fondo Nacional de Desarrollo Urbano (FONDUR), en los términos que señalaremos a continuación:
PUNTO PREVIO

Acudimos ante su competente autoridad a los fines de dar cumplimiento al procedimiento administrativo previo a las acciones contra la República, establecido en el artículo 54 y siguientes de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 97 de la Ley Orgánica de Administración Pública, el cual extiende a los Institutos Autónomos los privilegios y prerrogativas otorgados por las leyes nacionales a la República, en el entendido que el antejuicio administrativo es un requisito procesal previo a la presente demanda por cumplimiento de contrato, y que puede ser una instancia idónea de conciliación entre las partes para el cese de las violaciones a los derechos de la demandante. 

CAPÍTULO I
LOS HECHOS
El 4 de febrero de 2002, la demandante anteriormente identificada, suscribió un contrato de promesa de compra-venta con el Fondo Nacional de Desarrollo Urbano (FONDUR), representado por su Presidente Rafael Gruszka Tress (en lo sucesivo “el contrato”), el cual se encuentra anexo al presente escrito marcado con la letra  “C”. El objeto de dicho contrato se encuentra establecido en su Cláusula Primera, la cual señala expresamente lo siguiente: 

“Las partes se comprometen a celebrar un contrato de compra-venta por documento debidamente protocolizado, sobre un inmueble constituido por un Apartamento, con un área de construcción de aproximadamente Setenta Metros Cuadrados (70,00 M2), signado con el Nº 3-C ubicado en el Piso Nº 3, Edificio Nº 4, Manzana 62, de la Segunda Etapa que formará parte de la Urbanización “CIUDAD MIRANDA”, ubicada en la ciudad de Charallave, Estado Miranda. Tanto el inmueble como la Urbanización están indicados en los planos de arquitectura y urbanismos respectivos, que forman parte del ante proyecto del desarrollo de la Urbanización antes señalada.” (Negrillas de la fuente)

La demandante se comprometió a cancelar como contraprestación el precio real del inmueble, que ascendía a la cantidad de Dieciséis Millones Novecientos Mil Bolívares (Bs. 16.900.000,00). Debiendo cancelarse en un primer momento la cantidad de Dos Millones Quinientos Treinta y Cinco Mil Bolívares (Bs. 2.535.000,00) que corresponde al Quince por ciento (15%) del valor total del inmueble por concepto de inicial, mediante un primer pago de la cantidad de Ciento Noventa Mil Ciento Veinticinco Bolívares (Bs. 190.125,00) al momento de la firma del contrato, y la cantidad restante de la inicial mediante tres (3) cuotas consecutivas bimensuales por la cantidad de Setecientos Ochenta y un Mil Seiscientos Veinticinco Bolívares (Bs. 781.625,00). El saldo restante se cancelaría en doscientos cuarenta (240) cuotas iguales, mensuales y consecutivas por la suma de Ciento Sesenta Mil Treinta y Un Bolívares con Ochenta y Seis Céntimos (Bs. 160.031,86), las cuales se comenzarían a cancelar a los treinta (30) días continuos contados a partir de la entrega formal y efectiva de la vivienda.
La conclusión de la obra se verifica una vez que FONDUR introduce ante la Ingeniería Municipal la solicitud del permiso de habitabilidad, tal como lo establece la  Cláusula Sexta del contrato; mientras que el otorgamiento del documento de compra-venta se realizará dentro de los quince (15) días siguientes al momento en que se otorguen los documentos de recepción de la obra.

La demandante canceló la cuota inicial de la vivienda mediante cuatro (4) pagos, los cuales fueron realizados de la siguiente forma: 
1) Gastos de coordinación y consolidación del contrato, por la cantidad de Quinientos Noventa y Un Mil Quinientos Bolívares (Bs. 591.500,00), los cuales fueron cancelados mediante el depósito Nro. 10937292 a FONDUR, a través de la Promotora Solidaridad, C.A., el 4 de febrero de 2002, el cual se encuentra anexo al presente documento marcado con la letra “D”.

2) Cuota Primera, por la cantidad de Ciento Noventa Mil Ciento Veinticinco Bolívares (Bs. 190.125,00), la cual fue cancelada mediante el depósito Nro. 07410 a FONDUR, a través de la Promotora Solidaridad, C.A., el 4 de febrero de 2002, la cual se encuentra anexa al presente escrito marcada con la letra “E”.
3) Cuota Segunda, por la cantidad de Setecientos Ochenta y un Mil Seiscientos Veinticinco Bolívares (Bs. 781.625,00), la cual fue cancelada mediante el depósito Nro. 22279 a FONDUR, a través de la Promotora Solidaridad, C.A., el 10 de mayo de 2002, la cual se encuentra anexa al presente escrito marcada con la letra “F”.
4) Cuota Tercera, por la cantidad de Setecientos Ochenta y Un Mil Seiscientos Veinticinco Bolívares (Bs. 781.625,00), la cual fue cancelada mediante el depósito Nro. 22278 a FONDUR, a través de la Promotora Solidaridad, C.A. el 1 de octubre de 2002, la cual se encuentra anexa al presente escrito marcada con la letra “G”.
Asimismo, la Cláusula Quinta del contrato establece que FONDUR construiría, culminaría y vendería la totalidad del desarrollo habitacional “Ciudad Miranda” en doce (12) meses contados a partir de la firma del contrato, la cual se celebró el 4 de febrero de 2002, tiempo que era prorrogable por seis (6) meses adicionales. Es decir, que el desarrollo habitacional “Ciudad Miranda” debió haberse culminado y vendido, antes del 4 de febrero de 2003, o en última instancia, antes del 4 de agosto de 2003.
Sin embargo, hasta la fecha de interposición de la presente demanda, FONDUR no ha cumplido con su obligación de entregar la vivienda adjudicada en el plazo estipulado por el contrato anteriormente identificado, situación que ha afectado mucho a la demandante, tanto en el plano económico, como en el afectivo.
Es de notar, que la demandante siempre ha deseado tener una vivienda propia, ya que ha vivido alquilada durante toda su vida. Ella es madre de dos (2) hijas, y su mayor anhelo es brindarles estabilidad y seguridad. En el año 2000 fue estafada inescrupulosamente, razón por la cual al dirigirse al Palacio de Miraflores la remitieron a FONDUR para que accediera a los planes de vivienda existentes.
Durante el tiempo que ha pasado en espera del apartamento en Ciudad Miranda, Carmen Pernía se ha mudado en tres (3) ocasiones. Actualmente, vive alquilada en un apartamento en la avenida Fuerzas Armadas, contratación que por un principio era temporal, porque sus propietarios sólo querían alquilar la vivienda por cuatro (4) meses, pero la situación se ha ido extendiendo, y ya lleva más de un (1) año viviendo allí. No obstante, esta es una situación totalmente inestable, porque no sabe con seguridad por cuanto tiempo pueda seguir habitando dicha vivienda. El canon de arrendamiento que debe cancelar es mucho más oneroso que la cuota mensual de pago de la vivienda en Ciudad Miranda, dicho canon asciende a la cantidad de Doscientos Ochenta Mil Bolívares (Bs. 280.000,00) mensuales, además del pago de condominio y demás gastos correspondientes a los servicios públicos. A pesar de ser más onerosa, su vivienda actual posee unas condiciones inferiores a las de su futuro apartamento en Ciudad Miranda, la misma cuenta con una sola habitación en donde la demandante duerme con sus dos (2) hijas.

Agrava aún más su situación, el hecho de que por exigencia del contrato Carmen Pernía está imposibilitada de adquirir otra vivienda de interés social, porque de hacerlo se verá sancionada con la rescisión unilateral del contrato por parte de FONDUR, contrato en el cual evidentemente la demandante está interesada, ya que estipula un precio de venta adecuado para su nivel de ingreso, y se encuentra ajustado a una serie de modalidades que son ventajosas para su cancelación. Es por ello, que la demandante quien se desempeña como costurera en una fábrica de ropa, sigue estando interesada en que se cumpla el contrato celebrado entre su persona y FONDUR en los términos en que fue negociado inicialmente.
En agosto de 2005 se cumplieron dos (2) años desde que FONDUR se constituyó en mora con la obligación de ejecutar el contrato, y la demandante no ha obtenido una respuesta precisa por parte de FONDUR sobre la fecha en que se le entregará la vivienda objeto del contrato anteriormente identificado. En las propias oficinas de FONDUR le han informado en varias oportunidades que en un par de meses entregarán las viviendas, luego que en un par de meses más, otro día le dicen que las obras están paralizadas, lo cual ha generado años de incertidumbre. Finalmente, el 21 de marzo de 2005 el Presidente de FONDUR le informó a PROVEA mediante comunicación que se encuentra anexa al presente escrito marcada con la letra “H”, identificada con las letras y números: SG-PRES-Nº 328, sobre los cronogramas de ejecución, y sobre la existencia del Plan Remate I y el Plan Remate II, los cuales se encuentran destinados a la culminación de las obras de “Ciudad Miranda”.
Desafortunadamente, la vivienda de la demandante no va a ser construida en el Plan Remate I, sino que se espera para el Plan Remate II, en donde sólo está prevista la contratación para la conclusión de un edificio de la parcela 62, no quedando claro ni siquiera si el edificio al cual se refiere el Plan Remate II es aquel al que se refiere el contrato entre la demandante y FONDUR. La consecuencia práctica de esto es que el Plan Remate II no tiene un lapso de ejecución ni una fecha de entrega, no especifica cual es la fuente del financiamiento, ni tiene contratistas asignados, tal como se evidencia del anexo marcado con la letra “H”. Por lo tanto, el incumplimiento contractual continúa, sin existir una fecha cierta de cuándo se finalizará la construcción de la vivienda de la demandante.

CAPÍTULO II
EL DERECHO
El Derecho Humano a la Vivienda

El contrato celebrado entre FONDUR y la demandante, del cual se reclama su ejecución en la presente demanda, es un contrato de interés social, por cuanto el objeto de dicho contrato se refiere a la materialización del derecho humano a la vivienda de la demandante, el cual se encuentra reconocido en el artículo 82 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, en los términos siguientes:

“Artículo 82. Toda persona tiene derecho a una vivienda adecuada, segura, cómoda, higiénicas, con servicios básicos esenciales que incluyan un hábitat que humanice las relaciones familiares, vecinales y comunitarias. La satisfacción progresiva de este derecho es obligación compartida entre los ciudadanos y el Estado en todos sus ámbitos.

El Estado dará prioridad a las familias y garantizará los medios para que éstas y especialmente las de escasos recursos, puedan acceder a las políticas sociales y al crédito para la construcción, adquisición o ampliación de viviendas”. (Subrayado y negrillas nuestras)

 De acuerdo al artículo 1.160 del Código Civil, FONDUR está obligado no sólo a cumplir con lo establecido expresamente en el contrato objeto de la presente demanda, sino también con todas las consecuencias que se derivan del mismo, según la equidad, el uso o la Ley, dicho artículo establece lo siguiente:

“Artículo 1.160. Los contratos deben ejecutarse de buena fe y obligan no solamente a cumplir lo expresado en ellos, sino a todas las consecuencias que se derivan de los mismos contratos, según la equidad, el uso o la Ley.” (Subrayado y negrillas nuestras) 
Por lo tanto, como el contrato anteriormente identificado es un contrato de interés social, porque busca garantizar a la demandante quien forma parte de un grupo social que posee escasos recursos económicos, el derecho humano a la vivienda. Esa forma de contratación se corresponde con una política del Estado que tiene como fin otorgar créditos para la adquisición de viviendas, dirigida a las personas de escasos recursos económicos. Por lo tanto, FONDUR no sólo debe cumplir con las obligaciones derivadas del contrato, sino que debe garantizarle de cualquier forma el derecho humano a la vivienda a la demandante, cumpliendo así con la normativa constitucional.
Esto se debe a que el contrato no tiene como único interés la compra-venta de un bien inmueble, sino que tiene un fin más noble el cual es garantizar el derecho humano a la vivienda a las familias de escasos recursos, como producto de una política del Estado para dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 82 de la Constitución Nacional.
 A su vez debemos señalar, que el órgano del Estado que está encargado de materializar en la realidad dicha norma constitucional, es el Fondo Nacional del Desarrollo Urbano (FONDUR), tal como se desprende del artículo 2º de la Ley que crea dicho Instituto, la función de FONDUR es la gestión social de la vivienda, dicho artículo señala lo siguiente:

“Artículo 2.- El Fondo Nacional de Desarrollo Urbano tendrá como objeto promover a través del uso de sus recursos financieros y de la inducción de recursos de otra índole:

a) El desarrollo habitacional;

b) El desarrollo inmobiliario a los fines de la desconcentración industrial;

c) El fortalecimiento complementario de la estructura turística;

d) El fortalecimiento de la estructura inmobiliaria de los servicios asistenciales, educacionales y otros de carácter público.

El Fondo tendrá también como objeto promover el armónico desenvolvimiento del mercado inmobiliario garantizando niveles eficientes en la circulación de los recursos con destino al financiamiento de este sector. A tal fin podrá establecer sistemas de estabilización y reaseguros, por si mismo, o a través de instituciones financieras especializadas.”  

De igual manera, en 1999 fecha en que se decretó un estado de Emergencia Nacional, FONDUR fue el organismo que emprendió una ejecución masiva de vivienda, entre las cuales se encuentra el Desarrollo Habitacional “Ciudad Miranda.
Es por esta razón, que FONDUR se encuentra obligado a garantizarle a la demandante el derecho a la vivienda, debido a que la misma no cuenta con una situación económica que le permita acceder a otro tipo de financiamiento, y por ende, no tiene una forma diferente de satisfacer su derecho que a través de las políticas sociales estatales ofrecidas por FONDUR. Además, como ya lo expresamos, el mismo contrato le impide iniciar trámites para adquirir otra vivienda.
Para poder hablar de una lesión al derecho a una vivienda digna, es necesario precisar el contenido del derecho humano la vivienda, para comprender de esa manera el alcance de la obligación que tiene FONDUR con la demandante, en virtud del contrato de promesa de compra-venta celebrado entre ellos. El derecho a una vivienda adecuada además de encontrarse regulado por el artículo 82 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, el cual hemos trascrito anteriormente, también se encuentra reconocido en instrumentos internacionales en materia de derechos humanos ratificados por el Poder Legislativo Nacional, los cuales son vinculantes por cuanto tienen jerarquía constitucional y son de aplicación inmediata por los poderes públicos, de acuerdo a lo establecido en el artículo 23 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, el cual dispone lo siguiente:

“Artículo 23. Los tratados, pactos y convenciones relativos a derechos humanos, suscritos y ratificados por Venezuela, tienen jerarquía constitucional y prevalecen en el orden interno, en la medida en que contengan normas sobre su goce y ejercicio más favorables a las establecidas por esta Constitución y en las leyes de la República, y son de aplicación inmediata y directa por los tribunales y demás órganos del Poder Público.”
Así tenemos que, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC), en su artículo 11, define el derecho humano a la vivienda en los siguientes términos:

“1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia. Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la efectividad de este derecho, reconociendo a este efecto la importancia esencial de la cooperación internacional fundada en el libre consentimiento. 
2. Los Estados Partes en el presente Pacto, reconociendo el derecho fundamental de toda persona a estar protegida contra el hambre, adoptarán, individualmente y mediante la cooperación internacional, las medidas, incluidos los programas concretos, que se necesitan para: 

a) Mejorar los métodos de producción, conservación y distribución de alimentos mediante la plena utilización de los conocimientos técnicos y científicos, la divulgación de principios sobre nutrición y el perfeccionamiento o la reforma de los regímenes agrarios de modo que se logren la explotación y la utilización más eficaces de las riquezas naturales; 
b) Asegurar una distribución equitativa de los alimentos mundiales en relación con las necesidades, teniendo en cuenta los problemas que se plantean tanto a los países que importan productos alimenticios como a los que los exportan.” (Subrayado y negrillas nuestras)
Igualmente, la Declaración Universal de Derechos Humanos, establece en su artículo 25 las bases del derecho humano a la vivienda cuando señala que:

“1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad. 

2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales. Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho a igual protección social.” (Subrayado y negrillas nuestras)

De igual manera la Carta de la Organización de Estados Americanos, estipula en su artículo 34 lo siguiente:

“Los Estados miembros convienen en que la igualdad de oportunidades, la eliminación de la pobreza crítica y la distribución equitativa de la riqueza y del ingreso, así como la plena participación de sus pueblos en las decisiones relativas a su propio desarrollo, son, entre otros, objetivos básicos del desarrollo integral. Para lograrlos, convienen asimismo en dedicar sus máximos esfuerzos a la consecución de las siguientes metas básicas:
a)     Incremento sustancial y autosostenido del producto nacional per cápita;

b)     Distribución equitativa del ingreso nacional;

c)     Sistemas impositivos adecuados y equitativos;

d)     Modernización de la vida rural y reformas que conduzcan a regímenes equitativos y eficaces de tenencia de la tierra, mayor productividad agrícola, expansión del uso de la tierra, diversificación de la producción y mejores sistemas para la industrialización y comercialización de productos agrícolas, y fortalecimiento y ampliación de los medios para alcanzar estos fines;

e)     Industrialización acelerada y diversificada, especialmente de bienes de capital e intermedios;

f)     Estabilidad del nivel de precios internos en armonía con el desarrollo económico sostenido y el logro de la justicia social;

g)     Salarios justos, oportunidades de empleo y condiciones de trabajo aceptables para todos;

h)     Erradicación rápida del analfabetismo y ampliación, para todos, de las oportunidades en el campo de la educación;

i)     Defensa del potencial humano mediante la extensión y aplicación de los modernos conocimientos de la ciencia médica;

j)      Nutrición adecuada, particularmente por medio de la aceleración de los esfuerzos nacionales para incrementar la producción y disponibilidad de alimentos;

k)     Vivienda adecuada para todos los sectores de la población;

l)     Condiciones urbanas que hagan posible una vida sana, productiva y digna;

m)     Promoción de la iniciativa y la inversión privadas en armonía con la acción del sector público, y

n)     Expansión y diversificación de las exportaciones. (Subrayado y negrillas nuestras)

Al respecto, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de la Organización de Naciones Unidas, y especialmente, el Relator Especial sobre el fomento de la realización del derecho humano a una vivienda adecuada, han desarrollado el contenido del derecho a la vivienda adecuada, partiendo de la definición del derecho contenida en el artículo 11 del PIDESC, sustancialmente similar al artículo 82 de nuestra Constitución. En este sentido, el concepto de “vivienda adecuada” se compone de una serie de elementos que analizaremos seguidamente:

a) Seguridad jurídica de la tenencia. Este elemento atiende a la idea de que sea cual fuere el tipo de tenencia (propiedad, alquiler, ocupación de emergencia, etc.), todas las personas deben gozar de cierto grado de seguridad de tenencia que les garantice una protección legal contra el desahucio o desalojo, hostigamiento u otras amenazas. 
b) Disponibilidad de servicios, facilidades e infraestructura. Respecto a este aspecto, se ha entendido que una vivienda adecuada debe contener ciertos servicios indispensables para la salud, la seguridad, la comodidad y la nutrición. Toda persona debe tener acceso permanente a recursos naturales y comunes, a agua potable, a energía eléctrica, alumbrado público, instalaciones sanitarias y de aseo, almacenamiento de alimentos, eliminación de desechos, drenajes y servicios de emergencia.

c) Gastos soportables. Los gastos personales o del hogar que entraña la vivienda deben ser de un nivel que no impida ni comprometa el logro y la satisfacción de otras necesidades básicas. Una de las medidas relacionadas con este aspecto, que debe ser adoptada por los Estados Partes, consiste en crear subsidios de vivienda para los que no pueden costarse una vivienda, así como formas y niveles de financiación que se correspondan adecuadamente a las necesidades de vivienda.  
d) Habitabilidad. Una vivienda adecuada debe ser habitable, en el sentido de poder ofrecer espacio adecuado a sus ocupantes y de protegerlos del frío, la humedad, el calor, la lluvia, el viento u otras amenazas para la salud, de riesgos estructurales y de vectores de enfermedad, así como garantizar la seguridad física de los/as ocupantes. 

e) Asequibilidad. Se refiere a las facilidades de obtención de vivienda a los grupos en situación de desventaja, a fin de garantizar un acceso pleno y sostenible a los recursos adecuados para conseguir una vivienda. De este aspecto, se desprenden como obligaciones de los Estados Partes las siguientes: Garantizar atención prioritaria en la esfera de la vivienda a los grupos en condiciones desfavorables, entre ellos quienes frecuentemente enfrentan o pueden enfrentar mayores situaciones de vulnerabilidad, tales como las víctimas de desastres naturales. Las disposiciones normativas y las políticas en materia de vivienda deben tener plenamente en cuenta las necesidades especiales de esos grupos.
f) Lugar. El entorno de la vivienda es otro factor relevante, en este sentido, las viviendas deben estar ubicadas de forma tal que permitan el acceso a las opciones de empleo, servicios de atención de salud, centros de atención para niños, escuelas y otros servicios sociales. Asimismo, la vivienda no debe construirse en lugares contaminados ni en la proximidad inmediata de fuentes de contaminación que amenacen el derecho a la salud de sus habitantes.

g) Adecuación cultural. La manera en que se construye la vivienda, los materiales de construcción utilizados y las políticas en que se apoyan deben permitir adecuadamente la expresión de la identidad cultural y la diversidad de la vivienda. Las actividades vinculadas al desarrollo o la modernización en la esfera de la vivienda deben velar porque no se sacrifiquen las dimensiones culturales de la vivienda y porque se aseguren, entre  otros, los servicios tecnológicos modernos.
El Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos, aclara en cuanto al alcance de las obligaciones de los Estados derivadas del PIDESC, que los mismos se comprometen a adoptar medidas por todos los medios apropiados, esta es una obligación de carácter inmediato, en virtud de la cual los Estados Partes deben adoptar medidas perentorias después de ratificar el Pacto. Entre las primeras acciones, se debe emprender  una revisión a fondo de toda la legislación pertinente con miras a armonizar las leyes nacionales con las obligaciones jurídicas internacionales. A la par que, se debe contar con medidas legislativas, lo que resulta indispensable para la realización de cada uno de los derechos enunciados en el Pacto, y a su vez el término “por todos los medios apropiados” debe interpretarse de la forma más amplia posible, incluyendo medidas de carácter administrativo, judicial, económico, social y educativo.

Específicamente en cuanto al derecho humano a la vivienda, los Estados Partes están obligados a realizar las siguientes conductas:

a) Respetar: Está obligación implica que los gobiernos deben abstenerse de toda medida que impida a la población satisfacer ese derecho por sí misma cuando está en condiciones de hacerlo.

b) Proteger: Esta obligación se refiere a que debe tomar medidas para que los gastos relacionados con la vivienda de los particulares, las familias y los hogares sean proporcionales a sus niveles de ingresos, para lo cual debe establecer sistemas de subsidios de vivienda destinados a los sectores que no estén en condiciones de hacer frente al costo de una vivienda adecuada, y además abarca la creación de mecanismos judiciales, cuasijudiciales, administrativos o políticos que permitan ofrecer reparación a las víctimas de toda violación del derecho a una vivienda adecuada.

c) Cumplir: En lo que respecta al financiamiento de la vivienda, los Estados Partes deben establecer formas y niveles de gastos que reflejen las necesidades de la sociedad en la materia y sean compatibles con las obligaciones previstas en el Pacto y otros instrumentos jurídicos. Implica una atención a los grupos sociales desfavorecidos, y genera un compromiso para los gobiernos de brindar asistencia con el fin de garantizar ciertas oportunidades y ayuda directa. Esta es una obligación que cabría aplicar en situaciones de desempleo; a los adultos mayores, discapacitados y personas menos favorecidas; a las situaciones de desastres naturales o artificiales u otras crisis; y a las personas afectadas en forma desproporcionada por programas de ajuste económico estructural diseñados o administrados de manera adecuada. De igual manera debe crear los mecanismos judiciales, cuasijudiciales, administrativos o políticos que permitan ofrecer reparación a las víctimas de toda violación al derecho a una vivienda adecuada ocasionada por la acción u omisión del Estado.

Por lo tanto, cuando FONDUR como ente del Estado encargado de garantizar el derecho constitucional a la vivienda, incumple con el contrato de interés social que tiene como objeto la adquisición de una vivienda por parte de nuestra representada, también incumple con la obligación de cumplir que tienen los Estados Partes en relación con los derechos establecidos en el PIDESC, en los términos en que la definimos anteriormente.

Luego de este breve análisis sobre el contenido del derecho a la vivienda y las obligaciones del Estado que se desprenden de dicho derecho, queda claro que la falta de entrega oportuna de la vivienda a la demandante por parte de FONDUR lesiona un aspecto esencial del derecho a la vivienda, el cual consiste en la asequibilidad de la vivienda, por cuanto al no entregar la vivienda objeto del contrato a la demandante, esta no está siendo beneficiada por la política del Estado dirigida a garantizar el derecho a la vivienda a las personas de escasos recursos económicos, grupo que se encuentra en una situación de desventaja. 
La asequibilidad de la vivienda se refiere a que el Estado debe brindar facilidades para que personas de escasos recursos económicos accedan a una vivienda digna, es en este marco que se inscriben los planes sociales de FONDUR, para que las familias accedan a créditos ajustados a su situación económica. Sin embargo, es preciso que estos planes de vivienda se realicen de forma oportuna y adecuada, porque de lo contrario se lesionaría el derecho que precisamente se desea satisfacer. 
Debe concederse a los grupos en situación de desventaja un acceso pleno y sostenible a los recursos adecuados para conseguir una vivienda. Debiendo garantizarse cierto grado de consideración prioritaria en la esfera de la vivienda a los grupos desfavorecidos. Tanto las disposiciones como la política en materia de vivienda deben tener plenamente en cuenta las necesidades especiales de esos grupos.

En el presente caso, la demandante ha cifrado sus esperanzas en adquirir una vivienda cómoda, higiénica y adecuada, de conformidad con el contenido del artículo 82 de la Constitución Nacional, debido a que actualmente carece de una vivienda adecuada. En este sentido, el acceso a los planes de vivienda estatales es su única opción para acceder a una vivienda digna. Es por ello que su interés principal en la presente demanda, es que le sea entregada la vivienda en el desarrollo habitacional “Ciudad Miranda” o una vivienda de las mismas características a la originalmente adjudicada a la demandante, en un desarrollo habitacional cercano o adyacente a la Urbanización “Ciudad Miranda”, bien sea construido por FONDUR o por constructoras privadas, respetando el precio de venta y las condiciones de pago estipuladas en el contrato objeto de la presente acción, ya que no cuenta con otra opción adecuada para satisfacer su derecho a la vivienda. La demora en la ejecución de las obras, y consecuentemente, en la entrega de su vivienda, le genera un grave perjuicio material y emocional puesto que se ha visto privada de habitar una vivienda de interés social, previamente adquirida el 4 de febrero de 2002, y a más de veinticuatro (24) meses de demora en el cumplimiento del contrato se encuentra alquilada en una vivienda muy precaria, cuando debería estar habitando la vivienda que el Estado se comprometió a venderle hace más de veinticuatro (24) meses. 
Es por todas las razones anteriormente expuestas que la conducta de FONDUR al no entregar la vivienda adjudicada a la demandante en el tiempo establecido para ello en el contrato, además de no brindarle algún tipo de asistencia, o información sobre dicho retraso a la demandante, y más aún no solventar la problemática de la mismo por cuanto no tiene una vivienda digna, representa una violación al derecho a la vivienda de la ciudadana Carmen Yolanda Pernia Molina. Por lo tanto, FONDUR debe no sólo cumplir de forma inmediata con el contrato de promesa de compra-venta suscrito con ella, sino que también debe adoptar todas las medidas necesarias en el cumplimiento de dicho contrato que garanticen el derecho a la vivienda de la demandante, y que estén dirigidas a reestablecer la situación jurídica infringida, por cuanto la misma no cuenta con una situación económica que le permita acceder a otro tipo de financiamiento, y por ende, no tiene una forma diferente de satisfacer su derecho que a través de las políticas sociales estatales.

Del cumplimiento de las obligaciones contractuales

El contrato de promesa de compra venta celebrado entre la demandante y FONDUR, establece expresamente los siguientes aspectos: a) Objeto de la obligación; b) Obligaciones del comprador; c) Obligaciones del vendedor; d) Plazo en la ejecución del contrato; y e) Consecuencias del incumplimiento de la obligación.
En cuanto al objeto de la obligación, el mismo se encuentra estipulado en la Cláusula Primera del contrato de promesa de compra-venta, la cual es del tenor siguiente:
 “Las partes se comprometen a celebrar un contrato de compra-venta por documento debidamente protocolizado, sobre un inmueble constituido por un Apartamento, con un área de construcción de aproximadamente Setenta Metros Cuadrados (70,00 M²), signado con el Nº 3-C, ubicado en el Piso Nº 03, Edificio Nº 04, Parcela 62, de la Segunda Etapa que formará parte de la Urbanización “CIUDAD MIRANDA”, ubicada en la ciudad de Charallave, Estado Miranda. Tanto el inmueble como la Urbanización están indicados en los planos de arquitectura y urbanismos respectivos, que forman parte del ante proyecto del desarrollo de la Urbanización antes señalada”. (Negrillas de la fuente)
En lo que se refiere a las obligaciones del comprador, igualmente se encuentran estipuladas en el texto del contrato, específicamente en las Cláusulas Cuarta, Séptima y Octava. Las cuales, en síntesis versan sobre: a) El monto del pago, y la forma de cancelación del mismo; b) La obligación de constituir hipoteca de primer grado a favor de FONDUR al momento de la protocolización del documento de compra-venta definitivo; c) La obligación de no enajenar, ceder ni arrendar el inmueble durante los cinco (5) primeros años siguientes al pago de la última cuota del precio de venta so pena de nulidad del contrato; y d) Devolver el inmueble a FONDUR, en caso de que, entre el momento de la firma del contrato y la venta definitiva, adquiera otro inmueble, ello en razón de la naturaleza social del contrato.
En lo que respecta a las obligaciones del vendedor, las mismas se encuentran recogidas en las Cláusulas Quinta y Sexta, las cuales se refieren a los siguientes aspectos: a) Tiempo de construcción y venta definitiva del inmueble; y b) Obligación de  transferir la plena propiedad del inmueble al comprador, una vez que los organismos municipales otorguen los permisos necesarios que certifiquen la habitabilidad de la obra.

Hasta la presente fecha, FONDUR no ha cumplido con la obligación contractual referente al plazo para la construcción, culminación y venta del inmueble. Tal obligación se encuentra establecida en la Cláusula Quinta del contrato, la cual estipula lo siguiente:
“El término previsto para la culminación del desarrollo, construcción y venta definitiva del inmueble es de doce (12) mes (es) contado (s) a partir de la firma del presente documento, plazo que podrá ser prorrogado por seis (6) meses adicionales sin necesidad de notificación alguna entre las partes. Queda expresamente convenido que este plazo podrá extenderse cuando por cualquier otra causa no imputable a “EL PROMITENTE VENDEDOR”, caso fortuito, fuerza mayor, hecho del príncipe, etc, la conclusión de la ejecución de las obras de la Urbanización, se vea retrasada, sin que deba “EL PROMITENTE VENDEDOR” pagar indemnizaciones algunas a “EL PROMITENTE COMPRADOR” por tratarse de un hecho ajeno a su voluntad.” (Subrayado y negrillas nuestras)
De la cláusula del contrato arriba trascrita, se desprende lo siguiente:
Plazo estipulado de entrega: El plazo de entrega de la vivienda objeto del contrato era de doce (12) meses, prorrogables por seis (6) meses adicionales. Lo que significa que FONDUR se obligó con la demandante a entregar el inmueble objeto del contrato en menos de dieciocho (18) meses. Por lo tanto, la fecha máxima de entrega era antes del 4 de agosto de 2003. Es decir, que a la fecha de interposición de la presente demanda, han transcurrido más de dos (2) años desde que el promitente vendedor se constituyó en  mora con la demandante.
Extensión del plazo de entrega: La Cláusula Quinta del contrato establece varias excepciones para el cumplimento de la fecha de entrega, las cuales son aquellas conocidas por la doctrina como “causas extrañas no imputables”. 
El planteamiento genérico de las mismas se encuentra recogido en el artículo 1.271 del Código Civil. Tal como lo establece la norma antes señalada, por causa extraña no imputable se entiende el tipo especial de acontecimiento fortuito que impide el cumplimiento de la obligación al deudor, y que ocurre independientemente de la voluntad de éste, es decir, sin que exista en la relación de causalidad algún hecho que pueda implicar culpa del deudor. Generalmente se entiende por fuerza mayor todo fenómeno que es obra de la naturaleza, como un rayo, un terremoto, y se llama caso fortuito a todo hecho del hombre que imposibilita al deudor para cumplir con su obligación, por ejemplo, un acto de la autoridad pública (hecho del príncipe). Su carácter común y distintivo es la imprevisión y la imposibilidad en que se halla el deudor de poder sustraerse a él y de evitarlo. 
Para que un hecho constituya una causa extraña no imputable y libere al deudor de toda responsabilidad por el incumplimiento oportuno del contrato se requiere, por lo tanto, que tal hecho reúna los requisitos siguientes: 
a) Que provenga de una causa enteramente ajena a la voluntad del deudor, es decir que el deudor no haya contribuído en forma alguna a su producción; no lo sería, por lo tanto, un hecho en el cual hubiera participado el deudor.

b) Que sea un hecho imprevisto o inevitable, es decir, un hecho que dentro de los cálculos ordinarios y corrientes no se haya podido prever.

c) La causa extraña no imputable debe producir la imposibilidad absoluta de cumplir la obligación. No es suficiente que el cumplimiento o ejecución se haga sólo más oneroso, sino que debe hacerse imposible.
d) Que exista ausencia total de culpa o dolo por parte del deudor. Esta es la característica fundamental y el supuesto necesario de la causa extraña no imputable. Si en la cadena de hechos determinantes del incumplimiento aparece un hecho imputable al deudor, sea por dolo, negligencia o imprudencia, el deudor no puede ser liberado y cesa la causa extraña no imputable.
Sin embargo, durante el período en el cual se estipuló que el contrato sería cumplido, ocurrieron dos sucesos de capital importancia: Los acontecimientos de abril de 2002, y el paro petrolero de diciembre-enero de 2003. Durante abril de 2002, se materializó un Golpe de Estado que fue precedido por la paralización de actividades de varios sectores del país durante varios días. Mientras que en los meses de diciembre y enero de 2003 ocurrió un paro petrolero que mermó considerablemente los recursos del Estado.

Al respecto, señalamos que tales hechos han podido justificar cierta demora en la ejecución de las obras, pero no una demora de más de dos (2) años, como la que se materializó en el presente caso. Es decir, ambos sucesos no causaron una imposibilidad absoluta del cumplimiento de la obligación, para ser calificados como una causa extraña no imputable, lo cual se evidencia del hecho de que FONDUR construyó en su totalidad otras viviendas en “Ciudad Miranda”, y otros desarrollos habitacionales en el resto del país durante el mismo período.
La jurisprudencia venezolana ha señalado que para que exista la causa extraña no imputable debe existir la imposibilidad absoluta de cumplir con la obligación, al respecto la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, en sentencia del 26 de abril de 2005 (caso: Banco provincial, S.A.), señaló lo siguiente:

“En el caso que se analiza, nos interesa destacar el tema específico de los incumplimientos involuntarios, con relación a lo cual se suele hacer alusión a la figura conocida como la causa extraña no imputable, cuyo fundamento legal se encuentra recogido en el artículo 1.271 del Código Civil y se caracteriza por una imposibilidad absoluta y sobrevenida para el deudor de cumplir su obligación.” (Subrayado y negrillas nuestras)
En cuanto a la causa extraña no imputable, el autor Eloy Maduro Luyando en su obra “Curso de Obligaciones Derecho Civil III”, señala lo siguiente:

“La causa extraña no imputable debe producir la imposibilidad absoluta de cumplir la obligación, la imposibilidad absoluta de ejecución de la prestación. No es suficiente que el cumplimiento o ejecución se haga sólo más díficil o más oneroso, sino que debe hacerse imposible; imposibilidad que no es la imposibilidad teórica sino una imposibilidad normal o práctica.” (Eloy Maduro Luyando. Curso de Obligaciones Derecho Civil III. Editorial Universidad Católica Andrés Bello, Caracas, 1989. Página 187.) (Subrayado y negrillas nuestras)
Por lo tanto, hay que destacar que en el presente caso NO HA EXISTIDO UNA CAUSA EXTRAÑA NO IMPUTABLE QUE JUSTIFIQUE EL INCUMPLIMIENTO ABSOLUTO EN LA EJECUCIÓN DEL CONTRATO. 
Por otra parte, debemos señalar que FONDUR al momento de firmar el contrato ha debido tener la disponibilidad presupuestaria para acometer las obras en el plazo estipulado en el contrato de promesa de venta. Sin embargo, hasta diciembre de 2004 FONDUR no contaba con el presupuesto suficiente para realizar las obras a las que se había comprometido años antes. Tal hecho se constata en la respuesta dada por FONDUR, en el escrito que se encuentra anexo marcado con la letra “I”, dirigido al Presidente y demás miembros de la Corte Segunda en lo Contencioso Administrativo, el cual fue consignado por el abogado Javier Escobar Abreu, inscrito en el Inpreabogado bajo el Nro. 50.491, actuando en su carácter de apoderado de FONDUR, en el expediente Nro. AP42-O-2004-000014, que contiene el recurso de amparo interpuesto el 21 de septiembre de 2004 por PROVEA contra FONDUR, en el cual da respuesta a los planteamientos realizados por PROVEA, específicamente en el Capítulo III de dicho escrito, en donde se señaló que la inversión total en el Desarrollo Habitacional “Ciudad Miranda” es de Ciento Cincuenta y Un Mil Ciento Setenta y Ocho Millones de Bolívares (Bs. 151.178.000.000,00) y que para el año en curso se estima contratar obras por la cantidad de Veintisiete Mil Novecientos Treinta y Seis Millones Diez Mil Setecientos Ochenta y Tres Bolívares (Bs. 27.936.010.783,00). Esta información revela que hasta la fecha, FONDUR no ha gestionado los recursos suficientes para cumplir con las obligaciones asumidas años antes con la demandante, por lo tanto, es esta actitud negligente en la búsqueda de recursos financieros para el cumplimiento de sus obligaciones contractualmente asumidas lo que ha ocasionado el incumplimiento del contrato celebrado con la demandante.
Asimismo, tal y como ya hicimos referencia, el Plan Remate II no tiene fecha cierta de ejecución. Este hecho demuestra, que a más de dos (2) años de mora en la ejecución de las obras, no se han tomado las medidas necesarias para el rápido cumplimiento de la obligación contraída con la demandante. En el presente caso no estamos hablando de una simple demora, sino que nos estamos refiriendo a una demora que duplica el tiempo previsto inicialmente para la ejecución de las obras. En feberero de 2002 FONDUR se comprometió a construir las viviendas en el plazo de un (1) año, el cual sería prorrogable por seis (6) meses adicionales, es decir, dieciocho (18) meses. Hasta la presente fecha, han transcurrido cuarenta y dos (42) meses desde la firma del contrato, y veinticuatro (24) meses desde la prórroga.

Por otra parte, la Cláusula Quinta del contrato sólo faculta a FONDUR para que no notifique a la compradora en caso de que la ejecución de las obras se prolongase por seis (6) meses. Sin embargo, FONDUR ha debido notificar a los compradora de cualquier dilación adicional a esa fecha, justificando debidamente las razones por las cuales ha retrasado la entrega, por cuanto el contrato establece que sólo podrá excederse de ese lapso expresamente establecido cuando haya ocurrido una causa extraña no imputable, lo cual debe ser demostrado. No obstante, FONDUR nunca le ha notificado del plazo ni de las causas de la demora, o de la fecha definitiva para la entrega del inmueble. Con esta actitud FONDUR pretende desconocer el interés legítimo que le asiste a la compradora de conocer las particularidades en la ejecución de las obras, y la fecha exacta de entrega de la vivienda; expectativas que son lógicas y a partir de las cuales las personas planifican aspectos de su vida, tales como cambio de domicilio, mudanza, compra de enseres, cambio de colegio de los hijos, etc. 


En cuanto a las consecuencias del incumplimiento, por parte del deudor de la obligación, debemos remitirnos, en primer lugar, a las cláusulas pertinentes del contrato, y cotejarlas con las disposiciones del Código Civil. El contrato sólo estipula el incumplimiento del comprador, que da lugar a la cancelación por parte de éste, de daños y perjuicios a FONDUR. Nada señala el contrato sobre lo que ocurre cuando es el vendedor el que incumple con las obligaciones asumidas en el contrato. Sin embargo, la Cláusula Décima faculta a FONDUR, como vendedor a rescindir unilateralmente el contrato, ante el acaecimiento de determinadas circunstancias: 

“DÉCIMA: “EL PROMITENTE COMPRADOR” conviene y acepta expresamente que con el solo criterio de “EL PROMITENTE VENDEDOR” el presente contrato quedará resuelto de pleno derecho sin necesidad de sentencia o resolución judicial cuando se produzca cualquiera de las siguientes circunstancias: 1- Por imposibilidad total o parcial de cumplir con el proyecto por causas sobrevenidas que estén fuera del control de “EL PROMITENTE VENDEDOR”. 2.- Por disposiciones contenidas en leyes, reglamentos, ordenanzas o regulaciones, órdenes o actos administrativos emanados de cualquier autoridad que prohíben y/o impidan el uso total o parcial del terreno para los fines indicados en este documento o el desarrollo total o parcial del proyecto. En cualquiera de los casos antes señalados “EL PROMITENTE VENDEDOR” notificará a “EL PROMITENTE COMPRADOR” su decisión de dar por terminado el presente contrato, sin que por ese motivo deba cancelarse o pagarse indemnización alguna, en dicho caso “EL PROMITENTE VENDEDOR” devolverá a “EL PROMITENTE COMPRADOR”, si es el caso, el monto del dinero entregado por concepto de cuotas hasta la fecha”. 

En la cláusula anterior, se establecen dos supuestos plenamente definidos: a) Que FONDUR incumpla total o parcialmente el contrato, por la ocurrencia de una causa extraña no imputable; y b) Que no pueda cumplir con el contrato, específicamente por “hecho del príncipe”, siempre y cuando este hecho estatal implique una imposibilidad de construir las obras en el terreno proyectado. 
En el presente caso, reiteramos que no nos encontramos ante tales supuestos tal como lo señalamos cuando se analizó el concepto de “causa extraña no imputable”, por tres razones:
a) Ni el Golpe de Estado de 2002, ni el Paro Petrolero de 2003 constituyeron eventos que pudieran calificarse como “caso fortuito” o “fuerza mayor” que impidieran el cumplimiento del contrato, por cuanto no hubo una imposibilidad absoluta para llevar a cabo el cumplimiento, lo cual se evidencia del hecho de que FONDUR construyó en su totalidad otras viviendas en “Ciudad Miranda”, y otros desarrollos habitacionales en el resto del país durante el mismo período.

b) No se ha verificado, durante el período de vigencia del contrato, un acto estatal que pueda ser calificado como “hecho del príncipe”; entendido éste como “todas aquellas disposiciones prohibitivas o imperativas emanadas del Estado por razones de interés público general que necesariamente deben ser acatadas por las partes y causan un incumplimiento sobrevenido de la obligación”. En este caso, el contrato sólo considera como una causa extraña no imputable a aquel hecho estatal, que implicase la imposibilidad de construir las obras en el terreno proyectado, por ejemplo, si la respectiva Alcaldía negase los permisos de construcción, o revocare los ya existentes. Pero en el presente caso, la inejecución de la obligación no obedece a razones de esta naturaleza.
c) FONDUR no notificó a la demandante de una resolución del contrato, más bien se desprende de todas sus actuaciones la voluntad de ejecutar las obras pertenecientes al desarrollo “Ciudad Miranda”.

El contenido de la Cláusula Décima, es de ejercicio facultativo de FONDUR en los casos en donde se den los supuestos arriba señalados, por lo tanto, la resolución del contrato no es una consecuencia automática al verificarse su incumplimiento. Es por ello, que es en el momento de verificarse el incumplimiento del contrato lo cual fue en agosto de 2003, cuando FONDUR debió haber alegado tal cláusula. El no haber alegado en algún momento la imposibilidad de cumplimiento implica una aceptación tácita de continuar con la ejecución del mismo.
No podría ahora FONDUR, cuando se le exige el cumplimiento del contrato, hacer un uso forzado de tal cláusula. Debemos señalar que este no ha sido el comportamiento de FONDUR hasta la fecha, y actualmente FONDUR no podría excusarse alegando dicha cláusula, debido a que al momento en que ocurrieron los hechos que han podido motivar a FONDUR a incumplir con el contrato, los cuales fueron los sucesos de abril de 2002, y el paro petrolero de 2003, FONDUR no alegó en esa oportunidad dicha cláusula, es decir, FONDUR no estimó que tal situación acarrease la imposibilidad absoluta de cumplir con el contrato. Esto demuestra que tales hechos no revistieron el carácter de causa extraña no imputable para dar por rescindido unilateralmente el contrato. De hecho, FONDUR realizó contratos con otras personas en fechas posteriores a estos eventos, tal como se evidencia de los contratos celebrados con los ciudadanos Vilmary Cecilia Rebolledo González, y Luis Rafael Maldonado Paredes, titulares de las cédulas de identidad Nros. 6.232.958, y 6.850.602, respectivamente, en fechas 29 de mayo de 2002 el primero de ellos, y el 30 de mayo de 2002 el segundo, los cuales anexamos a la presente demanda marcados con las letras “J”, y “K”. Por lo tanto, no tendría ningún basamento jurídico que a más de dos (2) años de tales acontecimientos, FONDUR asumiera que su incumplimiento es consecuencia directa de los mismos.

Por otra parte, el pago de las dos últimas cuotas de la inicial se realizaron el 10 de mayo de 2002, y el 1 de octubre de 2002, respectivamente, las cuales son fechas posteriores al primero de los acontecimientos arriba señalados. Ello significa que FONDUR tenía la intención de continuar con el contrato, ya que de asumir que no estaba en la capacidad de cumplir, ha debido rechazar esos pagos. Por último, FONDUR nunca ha notificado a la compradora de su voluntad de rescindir unilateralmente el contrato, requisito que debe cumplir, de querer ejercer la facultad establecida en la Cláusula Décima del contrato.
Más aún, no sería lógico que FONDUR esperase ser demandado para alegar una cláusula establecida en su propio beneficio. Las reglas ordinarias del derecho civil indican que cuando el acreedor reclama el cumplimiento de la obligación, es entonces la oportunidad para que el deudor se avenga, o interponga las excepciones necesarias. Pero en el presente contrato, FONDUR se reservó la prerrogativa de rescindir unilateralmente el contrato sin declaratoria judicial, de acaecer un hecho ajeno a la voluntad de FONDUR que implicase la imposibilidad de cumplir el contrato. El hecho de que en el momento en que ocurrieron los acontecimientos antes señalados ni posteriormente a ellos, FONDUR no haya hecho uso de tal cláusula, sólo se explica por el hecho de que el incumplimiento no se debe a hechos ajenos a la voluntad de FONDUR, que podrían configurar una causa extraña no imputable, permitiéndole así rescindir el contrato.

Sin embargo, no es menos cierto que la conflictividad política del país ha podido tener influencia en el incumplimiento contractual que nos ocupa. La doctrina civilista califica a este tipo de acontecimientos como “alteración de circunstancias”, y las divide en dos grandes subgrupos: a) La alteración de circunstancias que causan dificultades en cumplimiento o ejecución de la prestación; y b) La alteración de circunstancias por excesiva onerosidad de la prestación. En ambos casos, estas alteraciones de hecho obligan al deudor a realizar un esfuerzo mayor para cumplir con la obligación, superior al que normalmente hubiese desplegado en la ejecución de la prestación, pero no exoneran al deudor del cumplimiento de la obligación asumida en el contrato. Tal y como señaláramos anteriormente, las circunstancias acaecidas pudieron justificar una demora adicional de seis (6) meses, pero no un incumplimiento que lleva más de dos (2) años.
Es por la excesiva demora en el cumplimiento del contrato, y a pesar de que FONDUR ha manifestado su voluntad de continuar con la ejecución de las obras pertenecientes al desarrollo habitacional “Ciudad Miranda”, que la demandante se ha visto obligada a acudir a la presente vía judicial para exigir un cumplimiento forzoso de dicho contrato. Aunado a ello, nuestra representada es una persona de escasos recursos económicos, y que por lo tanto cuenta únicamente con el cumplimiento del contrato que celebró con FONDUR para poder adquirir una vivienda digna, y disfrutar de su derecho constitucional a la vivienda.

Una vez analizadas las razones por las cuales en el presente caso no existió una causa extraña no imputable que impidiera a FONDUR cumplir con el contrato, y que además la conducta que ha llevado a cabo FONDUR en el presente caso apoya dicha tesis, debemos hacernos la siguiente pregunta: ¿Qué ocurre cuando el deudor, culposamente, incumple las obligaciones estipuladas en el contrato?

Al respecto, sólo existe una previsión específica en el contrato, la cual se encuentra en la última parte de la Cláusula Undécima del contrato, que estipula lo siguiente:

 “Así mismo el incumplimiento por parte de “EL PROMITENTE VENDEDOR” de los compromisos establecidos en el presente contrato, por razones imputables a él, lo obligará a devolver a “EL PROMITENTE COMPRADOR” la suma de sus aportes, en un plazo no mayor de 45 días hábiles”. 
Esta vendría a ser la cláusula penal en caso de una inejecución culposa, contenida en el contrato, de acuerdo a lo previsto en el artículo 1.257 de nuestro Código Civil,  el cual señala que hay obligación con cláusula penal, cuando el deudor para asegurar el cumplimiento de la obligación, se compromete a dar o a hacer alguna cosa para el caso de inejecución o retardo en el cumplimiento, y constituye la compensación de los daños y perjuicios causados por la inejecución de la obligación principal. Sin embargo, la demandante no desea que tal cláusula se ejecute, en virtud de que está interesada en la ejecución del contrato en los términos en que fue celebrado, por cuanto el cumplimiento de lo establecido en dicha cláusula penal no le permite tener una vivienda adecuada, y FONDUR tal como hemos explicado anteriormente se encuentra obligado a garantizarle el derecho constitucional a la vivienda, lo cual es una consecuencia que se deriva del contrato por ser el mismo de interés social. Al respecto, el Código Civil Venezolano señala lo siguiente:

“Artículo 1.160. Los contratos deben ejecutarse de buena fe y obligan no solamente a cumplir lo expresado en ellos, sino a todas las consecuencias que se derivan de los mismos contratos, según la equidad, el uso o la Ley.” (Subrayado y negrillas nuestras)
Por otra parte, cuando el deudor se atrasa en el cumplimiento de su obligación le nace el derecho al acreedor de exigirle inmediatamente el cumplimiento de la obligación, tal como lo señala el autor Eloy Maduro Luyando en su obra “Curso de Obligaciones Derecho Civil III”, cuando expresa que:

“Igualmente, la mora produce lo que se ha determinado en doctrina la “perpetuatio obligationem”, o sea, que el deudor queda siempre obligado a cumplir y el acreedor podrá exigirle en todo tiempo el cumplimiento.” (Eloy Maduro Luyando. Curso de Obligaciones Derecho Civil III. Editorial Universidad Católica Andrés Bello, Caracas, 1989. Página 122.) (Subrayado y negrillas nuestras)
Principio que se evidencia, en el artículo 1.259 del Código Civil, el cual establece lo siguiente:
“Artículo 1.259. El acreedor puede pedir al deudor que esté constituido en mora, la ejecución de la obligación principal, en lugar de la pena estipulada”. (Subrayado y negrillas nuestras)


En cuanto a la definición de mora, el artículo 1.269 del Código Civil señala lo siguiente:

 “Artículo 1.269. Si la obligación es de dar o de hacer, el deudor se constituye en mora por el solo vencimiento del plazo establecido en la convención.”(Subrayado y negrillas nuestras)

En el presente caso, el plazo establecido en el contrato para que FONDUR realizara las obras se encuentra vencido, lo que le da derecho a la demandante de solicitar el cumplimiento en especie del contrato. 


De igual manera el artículo 1.167 establece la posibilidad del acreedor de reclamar judicialmente la ejecución del contrato, lo cual es aplicable al presente caso, por ser el contrato objeto de la presente demanda un contrato bilateral, dicho artículo establece lo siguiente:

 “Artículo 1.167. En el contrato bilateral, si una de las partes no ejecuta su obligación, la otra puede a su elección reclamar judicialmente la ejecución del contrato o la resolución del mismo, con los daños y perjuicios en ambos casos si hubiere lugar a ello”. (Subrayado y negrillas nuestras)

En cuanto a la forma de ejecución de las obligaciones, el artículo 1.264 del Código Civil señala lo siguiente:

 “Artículo 1.264. Las obligaciones deben cumplirse exactamente como han sido contraídas. El deudor es responsable de daños y perjuicios en caso de contravención” (Subrayado y negrillas nuestras)
Es por ello que, solicitamos que no se aplique al presente caso la consecuencia de la cláusula penal establecida en el contrato, y que en lugar de ello, sean aplicadas las normas del derecho común anteriormente señaladas, ordenando así a FONDUR a que cumpla en especie la obligación contractual contraída con la demandante.
La doctrina venezolana, ha establecido que lo que sucede ante el incumplimiento culposo por parte del deudor de la obligación, es que el acreedor tiene el derecho de reclamar forzosamente el cumplimiento en especie de dicha obligación, al respecto el autor Eloy Maduro Luyando, en su obra “Curso de Obligaciones Derecho Civil III”, señala lo siguiente:

“Del análisis de los referidos artículos podemos señalar que, en principio, el incumplimiento culposo produce como consecuencia fundamental el cumplimiento forzoso de la obligación, que el acreedor tiene derecho a imponerle al deudor. Siendo la característica fundamental de la obligación la de ser coactiva, el deudor no es libre de cumplirla o no cumplirla; el acreedor siempre y en todo caso tendrá derecho a imponerle al deudor el cumplimiento mediante la intervención de los tribunales de justicia (órganos jurisdiccionales). Cuando el deudor incumple culposamente su obligación el acreedor lo obliga a cumplir mediante la intervención de los tribunales de justicia. Por ello, puede afirmarse que el efecto del incumplimiento culposo de una obligación es el cumplimiento forzoso de la misma

… omissis …

Ese cumplimiento forzoso de la obligación es un efecto complejo, compuesto e integrado por dos consecuencias fundamentales, a saber: 1º El deudor queda obligado a cumplir su obligación tal como fue contraída (cumplimiento forzoso en especie); y 2º El deudor, en caso de que el incumplimiento culposo cause daños y perjuicios al acreedor queda obligado a repararle dichos daños y perjuicios. Ambas consecuencias son simultáneas.” (Eloy Maduro Luyando. Curso de Obligaciones Derecho Civil III. Editorial Universidad Católica Andrés Bello, Caracas, 1989. Página 125.) (Subrayado y negrillas nuestras)
A su vez, el autor Gilberto Guerrero Quintero, en su obra “La Resolución del Contrato”, señala lo siguiente:

“Toda obligación contractual válida debe generar necesariamente su CUMPLIMIENTO. Este no es más que su ejecución constitutiva de un deber jurídico para el obligado, tratándose de que “las obligaciones deben cumplirse exactamente como han sido contraídas”. (Gilberto Guerrero Quintero. La Resolución del Contrato. Editorial FITELL, Cagua Estado Aragua, 1985. Página 27.) (Subrayado y negrillas nuestras)
La doctrina venezolana en cuanto a la demanda de cumplimiento de las obligaciones contractuales, ha señalado que existe un principio de prioridad de la ejecución en especie, es decir en los términos en que fue pactada la obligación en el contrato. Al respecto, el autor Eloy Maduro Luyando en su obra “Curso de Obligaciones Derecho Civil III”, señala lo siguiente:
“La ejecución en especie consiste en la ejecución de la obligación exactamente como se ha contraído. La prestación se cumple en el terreno de la realidad del mismo modo y forma como se contrajo. Por ejemplo: un ingeniero se compromete a construir un edificio y el edificio es construido en los mismos términos y circunstancias pactados.

El legislador supone que las partes al contraer una obligación desean que ella se cumpla de la manera originalmente pactada, del modo como fue contraída; por lo tanto, el deudor debe cumplirla de un modo idéntico a como la contrajo, sin que el acreedor pueda rehusar o rechazar tal cumplimiento por parte del deudor.

Mediante el cumplimiento en especie el acreedor es satisfecho al máximo, ya que recibe exactamente la prestación que le era debida y como la había deseado; por ello es que el cumplimiento en especie constituye la forma ordinaria, normal y natural del cumplimiento de las obligaciones.” (Eloy Maduro Luyando. Curso de Obligaciones Derecho Civil III. Editorial Universidad Católica Andrés Bello, Caracas, 1989. Página 69.) (Subrayado y negrillas nuestras)
“Como consecuencia obvia, el cumplimiento en especie es la forma a que se debe acudir primero cuando se trate de ejecutar la obligación, teniendo preferencia o prioridad sobre el cumplimiento en equivalente.” (Eloy Maduro Luyando. Curso de Obligaciones Derecho Civil III. Editorial Universidad Católica Andrés Bello, Caracas, 1989. Página 73.) (Subrayado y negrillas nuestras)
“El primer efecto del cumplimiento forzoso de la obligación consiste en que el acreedor puede pedir ese cumplimiento en especie; el acreedor puede solicitar que el deudor le cumpla su obligación tal como fue contraída exactamente como fue originalmente pactada. Así lo autoriza principalmente el artículo 1264 del Código Civil en su primer inciso: “Las obligaciones deben cumplirse exactamente como han sido contraídas”, el artículo 1290 ejusdem, que establece el principio de integridad en el cumplimiento (no puede obligar al acreedor a recibir una cosa distinta de la que se le debe, aunque el valor de la cosa ofrecida sea igual o aún superior al de aquella) y el artículo 1291 del Código Civil, que consagra el principio de indivisibilidad del mismo (el deudor no puede constreñir al acreedor a recibir en parte el pago de una deuda aunque esta fuere divisible)”
 (Eloy Maduro Luyando. Curso de Obligaciones Derecho Civil III. Editorial Universidad Católica Andrés Bello, Caracas, 1989. Página 126.) (Subrayado y negrillas nuestras)
De igual manera, la doctrina venezolana ha sostenido que el artículo 1.167 del Código Civil le otorga al acreedor la posibilidad de elegir entre la ejecución o la resolución del contrato, posibilidad que depende de la voluntad del mismo, y que tiene su fundamento en que la ley establece que las obligaciones contractuales deben cumplirse en la misma forma en que fueron contraídas. Al respecto, el autor José Melich Orsini en su obra “Estudios de Derecho Civil”, señala lo siguiente:
“El artículo 1.231 del Código Civil de 1916, como lo hace todavía el artículo 1.167 del Código Civil vigente, al enunciar los derechos que corresponden al acreedor víctima del incumplimiento de su contraparte en un contrato bilateral, luego de señalar la opción que éste tiene entre demandar la “ejecución del contrato” o demandar la “resolución del mismo”, aclara de manera incidental que “en ambos casos” puede acumularse a la acción elegida, otra demanda “por el pago de los daños y perjuicios”. (José Melich Orsini. Estudios de Derecho Civil. Editorial Jurídica Alva S.R.L, Caracas, 1986. Página 257.) (Subrayado y negrillas nuestras)

De igual manera, se refiere a que:

“Para evitar al acreedor la consumación de las dos primeras especies de daños, la ley le concede la acción por cumplimiento (la llamada “ejecución forzosa en forma específica”), y cuando ello no es ya posible, por haberse consumado ya el daño, le concede la acción por responsabilidad civil (la llamada “ejecución por equivalente”)” (José Melich Orsini. Estudios de Derecho Civil. Editorial Jurídica Alva S.R.L, Caracas, 1986. Página 269.) (Subrayado y negrillas nuestras)

Al respecto, el autor Eloy Maduro Luyando en su obra “Curso de Obligaciones Derecho Civil III”, señala lo siguiente:

“En materia de incumplimiento culposo de contratos bilaterales el legislador permite al acreedor escoger entre solicitar coactivamente el cumplimiento (en especie o también por equivalente) o pedir la resolución del contrato.” Eloy Maduro Luyando. Curso de Obligaciones Derecho Civil III. Editorial Universidad Católica Andrés Bello, Caracas, 1989. Página 76.) (Subrayado y negrillas nuestras)
También señala que:
 “Este derecho a pedir el cumplimiento en especie es facultativo del acreedor, quien también puede optar por pedir el cumplimiento por equivalente, o sea, solicitar la indemnización por los daños y perjuicios causados por la no ejecución en especie.” (Eloy Maduro Luyando. Curso de Obligaciones Derecho Civil III. Editorial Universidad Católica Andrés Bello, Caracas, 1989. Página 126.) (Subrayado y negrillas nuestras)
De igual manera, el autor Gilberto Guerrero Quintero en su obra “La Resolución del Contrato”, señala lo siguiente:

“La ley no ha establecido que la condición resolutoria sea la que resuelva el contrato de conformidad con el artículo 1.167 del Código Civil. Además, en el contrato bilateral si una de las partes incumple sus obligaciones la otra puede a su elección solicitar la resolución de ese contrato o la ejecución del mismo, sin que se haya establecido aquella condición” (Gilberto Guerrero Quintero. La Resolución del Contrato. Editorial FITELL, Cagua Estado Aragua, 1985. Página 39.) (Subrayado y negrillas nuestras)
De acuerdo con lo señalado anteriormente, la demandante ante la mora de FONDUR en cumplir con la obligación contractual, tiene el derecho de acudir al poder judicial para solicitar el cumplimiento forzoso del contrato, cumplimiento que exige que sea realizado en especie, por cuanto está interesada en que se cumpla con el objeto del contrato, en los términos en que éste fue suscrito, es decir se le entregue el apartamento prometido. Dicho interés radica, en que el contrato obedece a una política realizada por el Estado para ofrecer viviendas a los sectores de escasos recursos económicos, y que se encuentran en desventaja, por lo tanto al ser ella una persona de escasos recursos económicos, el contrato anteriormente señalado es la única opción que tiene para poder habitar una vivienda adecuada. 
A su vez, la incertidumbre en cuanto a la fecha de entrega del inmueble objeto del contrato, también genera zozobra en la adjudicataria, por cuanto mientras esté vigente la promesa de compra-venta, la adjudicataria no puede disponer del dinero que aportó como cuota inicial, y tampoco puede poseer o adquirir una nueva vivienda con otro ente estatal, porque de lo contrario se somete a la interposición de las sanciones a las que se refiere la Cláusula Octava de dicho contrato, cuando señala expresamente lo siguiente:

“Igualmente queda entendido que en caso que “EL PROMITENTE COMPRADOR”, posea otra vivienda al momento de la firma de este documento o la adquiera dentro de los plazos fijados en está cláusula, este contrato o el definitivo de compra-venta según sea el caso, se tendrán por resueltas de pleno derecho y en consecuencia “EL PROMITENTE COMPRADOR” deberá devolver inmediatamente y sin necesidad de pronunciamiento judicial el inmueble a “EL PROMITENTE VENEDEDOR”. (Subrayado y negrillas nuestras)
Es por estas razones, que en nombre de la demandante solicitamos se ordene a FONDUR a cumplir forzosamente en especie con el contrato de promesa de compraventa celebrado con nuestra representada.

En el supuesto de que FONDUR no pueda entregar la vivienda objeto del contrato de forma inmediata por cuanto la misma no se haya construido completamente, y por lo tanto al momento de realizarse el cumplimiento forzoso de la obligación contractual sea inhabitable, solicitamos que FONDUR le entregue a la demandante una vivienda de las mismas condiciones que la señalada en el contrato ubicada en “Ciudad Miranda” o en una zona adyacente a dicha urbanización, como cumplimiento contractual equivalente. Dicha solicitud se debe a que, por la especial situación de desventaja en que se encuentra la demandante por poseer escasos recursos económicos, una reclamación por daños y perjuicios derivados del incumplimiento contractual no le permitiría adquirir una vivienda adecuada, y de esa forma no se cumpliría con la finalidad de interés social que tiene el contrato, el cual es garantizar el derecho humano a la vivienda. 
Al respecto el autor Eloy Maduro Luyando, en su obra “Curso de Obligaciones Derecho Civil III”, señala lo siguiente:

“Como su nombre lo indica, es una forma sucedánea de la ejecución en especie y ocurre precisamente en los casos en que la ejecución en especie no es procedente.

Consiste en la realización, por parte del deudor, de una prestación distinta de la prometida y con la cual resarce al acreedor del no cumplimiento en especie de la obligación pactada. Esta prestación distinta que ejecuta el deudor viene a compensar al acreedor de la falta de  ejecución en especie y por ello recibe el nombre de prestación compensatoria o equivalente. De allí la denominación de cumplimiento o ejecución por equivalente.

La prestación compensatoria o equivalente consiste, general pero no necesariamente, en la indemnización de daños y perjuicios causados por el no cumplimiento en especie de la obligación, indemnización que se efectúa mediante el pago de una suma de dinero. Por ejemplo: una persona causa un daño a otra, a consecuencia del cual ésta pierde una pierna. Ante la imposibilidad de cumplir en especie la obligación, ya que un miembro del cuerpo humano es imposible de reponer, el causante del daño cumplirá su obligación mediante equivalente o por equivalente pagando una suma de dinero por los daños causados.

Desde este punto de vista, toda indemnización de daños y perjuicios configura un cumplimiento por equivalente, pero no todo cumplimiento por equivalente consiste en una indemnización por daños y perjuicios.” (Eloy Maduro Luyando. Curso de Obligaciones Derecho Civil III. Editorial Universidad Católica Andrés Bello, Caracas, 1989. Pág 71, y 72.) (Subrayado y negrillas nuestras)
Por lo tanto, la entrega de una vivienda de las mismas condiciones que la señalada en el contrato ubicada en “Ciudad Miranda” o en una zona adyacente a dicha urbanización, es una prestación que cumpliría con la naturaleza del cumplimiento por equivalente, la cual es compensar y resarcir al acreedor por el no cumplimiento de la obligación pactada en especie, a diferencia de una indemnización por daños y perjuicios que no compensaría ni resarciría a la demandante el derecho a tener una vivienda adecuada, que es el objeto de la celebración del contrato con FONDUR.

CAPÍTULO III
SOLICITUD DE MEDIDA CAUTELAR 

Con base a lo dispuesto en el artículo 19 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, la cual es aplicable a la jurisdicción contencioso administrativa hasta que se dicte una Ley que la regule expresamente, solicitamos que en el presente caso se decrete la siguiente medida cautelar, la cual consiste en que le sea cancelado a la demandante, mientras se decide la presente demanda, el canon de arrendamiento, depósito y demás gastos para el alquiler de una vivienda de similares características a la originalmente adjudicada en el contrato del cual reclamamos su ejecución.

Dicho artículo señala lo siguiente:
 “En cualquier estado y grado del proceso las partes podrán solicitar, y el Tribunal Supremo de Justicia podrá acordar, aún de oficio, las medidas cautelares que estimen pertinentes para resguardar la apariencia de buen derecho invocada y garantizar las resultas del juicio, siempre que dichas medidas no prejuzguen sobre la decisión definitiva”

En tal sentido, en el presente caso se encuentran presentes los elementos para que las medidas cautelares sean procedentes. Dichos elementos son los siguientes:

1.-
Fumus Boni Iuris o fundado temor de que una de las partes pueda causar lesiones graves o de difícil  reparación al derecho de la otra.


2.-
Periculum in mora o riesgo manifiesto de que quede ilusoria la ejecución del fallo.

Por lo que respecta al primer elemento, es de notar que el incumplimiento por parte de FONDUR del contrato que tiene como objeto la entrega de la vivienda anteriormente identificada, le ocasiona lesiones a la demandante en el derecho humano a la vivienda, por cuanto actualmente la misma no posee una vivienda adecuada, debido a que no tiene los recursos económicos para adquirir una vivienda en el mercado privado, y ha invertido parte de su patrimonio en el contrato, por cuanto este es la única posibilidad que tiene de adquirir una vivienda. Aunado a ello, la situación en cuanto al derecho a la vivienda de la misma se ve lesionada, por cuanto en virtud del interés social involucrado el contrato le prohíbe expresamente adquirir o poseer otra vivienda sancionándola con la rescisión del contrato unilateralmente por parte de FONDUR, es decir, nuestra representada se ve “atada de manos” por cuanto no ha obtenido la vivienda del Estado, la cual adquirió bajo las políticas de viviendas accesibles a las personas que se encuentran en desventaja, y si busca adquirir una vivienda digna perderá la vivienda objeto del contrato, por la cual ha realizado aportes de dinero al Estado.

Como observamos, FONDUR al incumplir con el contrato celebrado con la demandante la ha dejado sin solución alguna a su problemática de vivienda, por que no disfruta del derecho a una vivienda adecuada, lo cual la perjudica gravemente por cuanto no tiene la protección contra las enfermedades transmisibles; protección contra lesiones, envenenamientos y enfermedades crónicas que le brinda una vivienda digna; se encuentra sometida a un estrés psicológico y social; y se encuentra desprotegida totalmente como población vulnerable.

Por lo tanto, el incumplimiento contractual de FONDUR, y el hecho de que este como Instituto perteneciente al Estado no le ha brindado la ayuda necesaria que establece la Constitución a los fines de garantizarle el derecho a la vivienda, le ha ocasionado que se encuentre sometida a los riesgos que detallamos anteriormente, situación que se agravará mientras se decide la presente demanda, por cuanto la demandante seguirá sometida a dichos riesgos.

Es por esa razón, y en virtud de que el Estado tiene la obligación de cumplir con los derechos establecidos en el PIDESC, obligación que establece que los Estados Partes deben crear los mecanismos judiciales, cuasijudiciales, administrativos o políticos que permitan ofrecer reparación a las víctimas de toda violación al derecho a una vivienda adecuada ocasionada por la acción u omisión del Estado tal como hemos señalado anteriormente, que  solicitamos se ordene a FONDUR a cancelar a la demandante el canon de arrendamiento, depósito y demás gastos para el alquiler de una vivienda de similares características a la originalmente adjudicada en el contrato del cual reclamamos su ejecución, con lo cual FONDUR como Instituto del Estado le garantiza a nuestra representada el derecho a una vivienda adecuada establecido en la Constitución, lo cual le brindará a la demandante protección contra las enfermedades transmisibles; protección contra lesiones, envenenamientos y enfermedades crónicas; reducción del estrés psicológico y social al mínimo; mejora del medio ambiente de la vivienda; utilización consciente de la vivienda; y protección como población vulnerable. Estimulando así la salud física y mental de nuestra representada, ofreciéndole seguridad psicológica, vínculos físicos con su comunidad y cultura, y un medio de expresar su individualidad. 
Por lo que respecta al segundo presupuesto, debemos señalar que si bien la sentencia favorable que ordene a FONDUR a cumplir con el contrato celebrado con la demandante, entregándole la vivienda en “Ciudad Miranda” u otra de las mismas condiciones ubicada en la misma urbanización o en una zona adyacente, permitirá que nuestra representada disfrute del derecho constitucional a la vivienda, es también evidente que mientras se decide la presente demanda la demandante no disfruta de dicho derecho por los mismos argumentos que hemos esgrimido con respecto al punto anterior, y se encuentra sometida a los riesgos que anteriormente señalamos. 
Finalmente, señalamos que de los anexos consignados a la presente demanda, se evidencia la violación del derecho a la vivienda de nuestra representada, y el incumplimiento contractual por parte de FONDUR, que son las razones por las cuales la demandante procede a realizar la presente reclamación judicial, y demuestra que en el presente caso se encuentran dados los extremos exigidos por las leyes para que se otorgue la presente medida cautelar.

Es por ello que solicitamos, se decrete medida cautelar mediante la cual se ordene a FONDUR a cancelar los cánones de arrendamiento, depósito y demás gastos para el alquiler de una vivienda en similares condiciones a la adjudicada a ella en el contrato objeto de la presente demanda, durante la tramitación del presente proceso hasta que le sea entregada la vivienda de su propiedad en “Ciudad Miranda” u otra vivienda de las mismas características a la originalmente adjudicada a la demandante, en un desarrollo habitacional cercano o adyacente a la Urbanización “Ciudad Miranda”, bien sea construido por FONDUR o por constructoras privadas al servicio de FONDUR, respetando el precio de venta y las condiciones de pago estipuladas en el contrato objeto de la presente acción.

CAPITULO IV
PETITORIO
En virtud de que ha quedado claramente demostrado en el presente caso los siguientes señalamientos: 

a) Que el contrato objeto de la presente demanda versa sobre una obligación de hacer; 

b) Que la obligación del deudor no ha sido cumplida en el plazo establecido en el contrato; y 

c) Que el incumplimiento del deudor no proviene de una causa extraña no imputable. 

Es por las razones de hecho y de derecho que hemos señalado a lo largo del presente escrito, que en nombre de la demandante anteriormente identificada solicitamos muy respetuosamente que proceda a ordenar el cumplimiento en especie del contrato de promesa de compra-venta suscrito entre FONDUR y la demandante el 4 de febrero de 2002.

En el supuesto de que FONDUR no pueda entregar de forma inmediata la vivienda a la cual se refiere el contrato, puesto que la misma no haya sido totalmente construida, retraso este que violenta el derecho a la vivienda de la demandante, y en virtud de que el artículo 1.160 del Código Civil establece que los contratos no sólo obligan a cumplir lo expresado en ellos, sino a todas las consecuencias que se derivan de los mismos, según la equidad, el uso o la Ley.

Siendo el contrato objeto de la presente demanda un contrato de interés social, lo cual trae como consecuencia que el Estado debe cumplir con lo establecido en el artículo 82 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, el cual obliga al Estado a  garantizar los medios para que las familias de escasos recursos puedan acceder a las políticas sociales y al crédito para la construcción, adquisición o ampliación de viviendas, así como también establece el derecho que tiene toda persona a tener una vivienda adecuada, FONDUR se encuentra obligado a cumplir con esa consecuencia derivada del contrato, y por lo tanto garantizar a la demandante el derecho a la vivienda.  
 Por ello, solicitamos que FONDUR como forma de cumplir por equivalente con su obligación contractual, y a su vez de garantizar a la demandante el derecho a la vivienda, en el caso de no poder entregar la vivienda señalada en el contrato de forma inmediata, realice la siguiente prestación a favor de la demandante:
Otorgue, en un plazo no mayor de dos (2) meses, una vivienda de las mismas características a la originalmente adjudicada a la demandante, en un desarrollo habitacional cercano o adyacente a la Urbanización “Ciudad Miranda”, bien sea construido por FONDUR o por constructoras privadas al servicio de FONDUR, respetando el precio de venta y las condiciones de pago estipuladas en el contrato objeto de la presente acción.

Igualmente, solicitamos que se condene a FONDUR al pago de las costas y costos que origine el presente juicio de conformidad con lo previsto en el artículo 274 del Código de Procedimiento Civil, por cuanto nuestra representada (la cual es una persona de escasos recursos) se ha visto en la necesidad de incoar el presente proceso en virtud del incumplimiento por parte de FONDUR del contrato celebrado con la misma, como única vía para obtener el cumplimiento de las obligaciones que se desprenden de dicho contrato, debido a que dicho incumplimiento la lesiona además en su derecho constitucional a la vivienda. 

CAPITULO V
DOMICILIO PROCESAL


En cumplimiento de lo establecido en el artículo 174 del Código de Procedimiento Civil, indicamos como domicilio del demandado: El Rosal, Avenida Venezuela, Edificio Fondur, Municipio Chacao, Estado Miranda y como domicilio procesal de la demandante: De Puente Trinidad a Tienda Honda, Bulevar Panteón, Edificio Centro Plaza Las Mercedes, Planta Baja, Local 6, Parroquia Altagracia, Municipio Libertador, Caracas,  Teléfonos / fax: (212) 862.10.11, 862.53.33 y 860.66.69.
Es justicia que esperamos en Caracas, a la fecha de su presentación.

Presentado el 13/09/2005 ante la Junta Liquidadora de FONDUR.
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